
Co
pi

a 
El

ec
tró

ni
ca

 A
ut

én
tic

a

JUNTA DE EXTREMADURA 
Consejería de Salud y Servicios Sociales 

 

  
 

       Avda. de las Américas, 4. 06800 MÉRIDA                                                                                                                                                                                                       1 

 
INFORME DE EXTRAORDINARIA Y URGENTE NECESIDAD 

 
Sobre el proyecto de Decreto Ley …/2026, de …, por el que se adoptan medidas urgentes en materia de 
dependencia para la mejora de la atención a personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica (ELA) y otras 
enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, así como otras medidas urgentes de carácter social. 

 
La Esclerosis Lateral Amiotrófica (ELA) y otras enfermedades o procesos de alta complejidad y curso 
irreversible generan situaciones de dependencia de evolución rápida, con una elevada intensidad de 
cuidados y una necesidad inmediata de apoyos personales, técnicos y económicos, que hacen imprescindible 
una respuesta administrativa ágil y prioritaria. 
 
La Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de las personas con Esclerosis Lateral 
Amiotrófica y otras enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible, establece un marco 
básico estatal orientado a garantizar una atención integral, coordinada y preferente a estas personas. 
 
Dicha ley ha sido desarrollada mediante el Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre, por el que se 
establecen medidas para el fortalecimiento del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia y 
cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley 3/2024, de 30 de octubre (BOE nº 254, de 22 de octubre), 
así como por el Real Decreto 969/2025, de 28 de octubre, por el que se establecen los criterios que definen 
los procesos irreversibles y de alta complejidad de cuidados que conforman el ámbito de aplicación de la Ley 
3/2024, de 30 de octubre (BOE nº 260, de 29 de octubre) que fija los criterios que definen los procesos 
irreversibles y de alta complejidad de cuidados y determina los supuestos que dan lugar al reconocimiento 
de una situación de dependencia extrema, identificada como Grado III+. 
 
Asimismo, el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, en su Acuerdo 
de 9 de diciembre de 2025, publicado en el Boletín Oficial del Estado nº 2 de 2 de enero de 2026, ha 
concretado los criterios comunes de aplicación de estas previsiones en todo el territorio del Estado, con el 
fin de garantizar la igualdad en el acceso a las prestaciones y servicios del sistema. 
 
El ordenamiento jurídico de la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de dependencia se 
estructura fundamentalmente en torno al Decreto 1/2009, de 9 de enero, por el que se regula el 
procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (DOE nº 9 de 15 de enero), modificado a su vez por 
el Decreto 68/2019, de 16 de julio (DOE nº 140, de 22 de julio), así como a la Orden de 30 de noviembre de 
2012, por la que se establece el catálogo de servicios y prestaciones económicas del sistema en Extremadura 
(DOE nº 235, de 5 de diciembre), la Orden de 7 de febrero de 2013, relativa a la determinación de las 
prestaciones económicas (DOE nº 37, de 22 de febrero), y la Orden de 13 de noviembre de 2017 (DOE nº 
228, de 28 de noviembre), que introdujo diversas modificaciones en ambas. 
 
Este marco normativo, plenamente válido en el momento de su aprobación, no contempla la nueva 
categoría de dependencia extrema ni los procedimientos, prestaciones y servicios específicos derivados de la 
Ley 3/2024, de 30 de octubre, del Real Decreto Ley 11/2025, de 21 de octubre, y de su normativa de 
desarrollo, lo que hace necesaria su adaptación inmediata para permitir el ejercicio efectivo de los derechos 
reconocidos por la legislación básica estatal. 
 
La inexistencia de una regulación autonómica que incorpore de forma expresa el Grado III+, los 
procedimientos de reconocimiento urgente, la coordinación sociosanitaria y las prestaciones específicas 
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previstas en la normativa estatal impediría, en la práctica, su aplicación homogénea y efectiva en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
 
Por ello, el presente decreto-ley tiene por objeto incorporar de manera urgente al ordenamiento 
autonómico los elementos esenciales derivados de la Ley 3/2024, del Real Decreto-ley 11/2025, del Real 
Decreto 969/2025 y de los Acuerdos del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia, mediante la modificación puntual del marco reglamentario vigente, sin alterar su rango 
normativo originario. 
 
El instrumento constitucionalmente lícito (artículo 86 de la CE) que permite una actuación de urgencia es el 
decreto ley, figura a la que se recurre, por concurrir circunstancias justificadas de extraordinaria y urgente 
necesidad, que exigen la aprobación y entrada en vigor de norma legal con la mayor celeridad posible. 
 
El decreto ley, regulado en nuestra Constitución en su artículo 86, viene configurado por tres notas: 

• El presupuesto habilitante, esto es, la existencia de una extraordinaria y urgente necesidad; 

• Las materias excluidas de su regulación, puesto que no podrá afectar al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en 
el Título I, al régimen de las comunidades autónomas ni al derecho electoral general; 

• Y por su carácter de norma provisional, ya que deberá ser inmediatamente sometido a debate y 
votación de totalidad al Congreso, en un plazo máximo de treinta días tras su promulgación, para 
pronunciarse expresamente sobre su convalidación o derogación. 

 
El apartado 1 del artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Extremadura prevé, por primera vez en nuestro 
ordenamiento autonómico, tras la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, que “en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad, la Junta de Extremadura puede dictar disposiciones legislativas 
provisionales bajo la forma de Decreto-ley”. 
 
Por su parte, el apartado 2 del mismo precepto recoge que “no pueden ser objeto de Decreto-ley la reforma 
del Estatuto, las leyes de presupuestos o las materias objeto de leyes para las que se requiera una mayoría 
cualificada”. 
 
Finalmente, los apartados 3 y 4 dispone que “los Decretos-leyes quedan derogados si en el plazo 
improrrogable de un mes desde su publicación oficial no son convalidados por la Asamblea, tras su debate en 
votación de totalidad” y que “la Asamblea puede tramitar los Decretos-leyes como proyectos de ley por el 
procedimiento de urgencia, dentro del plazo establecido en el apartado anterior”. 
 
Se permite así la utilización de este mecanismo de legislación de urgencia en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura. El análisis de este mecanismo legislativo de urgencia, en concreto, en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, debe centrarse en un triple ámbito: 
 
a) El presupuesto habilitante, que no es otro que la extraordinaria y urgente necesidad. 
b) Las limitaciones materiales. 
c) Su carácter de norma provisional, pues los decretos-leyes quedan derogados si en el plazo improrrogable 
no son convalidados por la Asamblea, tras su debate y en votación de totalidad. 
 
 
 
 
 

Csv: FDJEXAZBUR5V72QLD2GVBRVX6A6JJ7 Fecha 07/04/2026 21:57:42

Firmado Por ESTRELLA MARTINEZ LAVADO - Directora Gerente Del Sepad

Url De Verificación https://sede.gobex.es/SEDE/csv/codSeguroVerificacion.jsf Página 2/9

https://sede.gobex.es/SEDE/csv/codSeguroVerificacion.jsf?csv=FDJEXAZBUR5V72QLD2GVBRVX6A6JJ7


Co
pi

a 
El

ec
tró

ni
ca

 A
ut

én
tic

a

JUNTA DE EXTREMADURA 
Consejería de Salud y Servicios Sociales 

 

  
 

       Avda. de las Américas, 4. 06800 MÉRIDA                                                                                                                                                                                                       3 

 
 
a)  El presupuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad. 
 
El Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre, por el que se establecen medidas para el fortalecimiento del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia y cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley 
3/2024, de 30 de octubre (BOE nº 254, de 22 de octubre), justifica en este sentido: 
 
“…De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, han de concretarse las razones que justifican 
la extraordinaria y urgente necesidad de adoptar las diferentes medidas previstas en el presente real decreto-
ley. Como viene reiteradamente declarando esta jurisprudencia (así, la Sentencia del Tribunal Constitucional 
61/2018, de 7 de junio, FJ 5), la adecuada fiscalización del recurso al real decreto-ley requiere el análisis de 
dos aspectos desde la perspectiva constitucional: por un lado, la presentación explícita y razonada de los 
motivos que han sido tenidos en cuenta en su aprobación (Sentencias del Tribunal Constitucional 29/1982, de 
31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de 
julio, FJ 4) y, por otro lado, la existencia de una necesaria conexión entre la situación de urgencia definida y la 
medida concreta adoptada para subvenir a ella (Sentencias del Tribunal Constitucional 29/1982, de 31 de 
mayo, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4). 
 
En cuanto a la definición de la situación de urgencia, se ha precisado que no es necesario que tal definición 
expresa de la extraordinaria y urgente necesidad haya de contenerse siempre en el propio real decreto-ley, 
sino que tal presupuesto cabe deducirlo igualmente de una pluralidad de elementos. El examen de la 
concurrencia del presupuesto habilitante de la «extraordinaria y urgente necesidad» siempre se ha de llevar a 
cabo mediante la valoración conjunta de todos aquellos factores que determinaron al Gobierno a dictar la 
disposición legal excepcional y que son, básicamente, los que quedan reflejados en la exposición de motivos 
de la norma, y en el propio expediente de elaboración de la misma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 4; 
182/1997, de 28 de octubre, FJ 4; 11/2002, de 17 de enero, FJ 4, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 3). 
 
En cuanto a la segunda dimensión del presupuesto habilitante de la legislación de urgencia, concebida como 
conexión de sentido entre la situación de necesidad definida y las medidas que en el real decreto-ley se 
adoptan, se debe considerar que el fin que justifica la legislación de urgencia no es otro que subvenir a 
«situaciones concretas de los objetivos gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una 
acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento 
de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, 
de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8).  
 
Así, la situación de extraordinaria y urgente necesidad, exigida en el artículo 86 de la Constitución Española y 
que habilita la aprobación de las medidas incluidas en el presente decreto-ley, deriva directamente de las 
inexorables consecuencias que se derivarían de su no aprobación, que implicaría la no atención inmediata, 
continuada, individualizada y especializada en el hogar respectivo de las personas con ELA u otras 
enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible. Éstas verían enormemente mermada su 
calidad de vida y, en su caso, sus familias seguirían asumiendo gran parte de la carga económica y personal 
que estas dolencias generan. 
 
La extraordinaria y urgente necesidad de esta reforma se fundamenta, además, en razones objetivas que 
requieren su aprobación inmediata. La ELA avanza rápidamente, lo que significa que la dependencia y las 
complicaciones respiratorias se manifiestan en poco tiempo, afectando significativamente a la calidad de 
vida de los pacientes y de sus familias, creando situaciones de alta vulnerabilidad. 
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En una cuestión como la atención a las personas afectadas por este tipo de enfermedades en fase avanzada, 
la puesta en marcha de un sistema de garantía pública de atención continuada presenta un carácter 
sumamente apremiante en el que el tiempo empleado habitualmente en una modificación sucesiva y 
ordinaria de varias normas implicaría el pago de un precio demasiado elevado, inasumible para la sociedad 
española. 
 
En consecuencia, por su finalidad y por el contexto de exigencia temporal en el que se dicta, concurren en el 
presente decreto-ley las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad requeridas en el artículo 86 de 
la Constitución Española, para implementar los cambios legislativos y reglamentarios derivados de la especial 
urgencia que requiere satisfacer los cuidados de las personas dependientes y, en especial, del colectivo de 
pacientes especialmente vulnerables que se ven afectados por un proceso degenerativo y que afecta 
rápidamente a su calidad de vida.” 
 
 
 
Ahora bien, debemos entrar a valorar si esta extraordinaria y urgente necesidad también concurre en el 
ámbito autonómico en el que se pretende la aprobación del presente Decreto Ley: 
 

1. Concurrencia de las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad 
 
La utilización del instrumento del decreto-ley se encuentra plenamente justificada en el presente supuesto, 
atendiendo a la naturaleza de los procesos de Esclerosis Lateral Amiotrófica (ELA) y otras enfermedades o 
procesos de alta complejidad y curso irreversible, así como a las obligaciones derivadas de la legislación 
básica estatal. 
 
La concurrencia de extraordinaria y urgente necesidad en este ámbito ha sido ya reconocida expresamente 
por el propio Estado al aprobar el Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre, cuyo preámbulo describe con 
claridad los elementos que determinan la necesidad inaplazable de actuar de manera inmediata. En dicho 
preámbulo se afirma que las personas afectadas por ELA y patologías análogas presentan: 

• la inexistencia de un tratamiento curativo, 
• un tiempo de supervivencia muy reducido desde el diagnóstico, 
• una evolución acelerada hacia un nivel extremo de discapacidad y dependencia, 
• y la necesidad de cuidados sanitarios y sociales complejos e integrados, indispensables para su 

seguridad y supervivencia. 
 
Así lo recoge la exposición de motivos del Real Decreto-ley 11/2025, que constata que estos procesos 
evolucionan de manera rápida e irreversible y que requieren garantizar una supervisión pública continuada, 
especializada y permanente, con apoyos disponibles las 24 horas, a fin de evitar riesgos vitales evitables.  
 
Este diagnóstico estatal es plenamente extrapolable a la situación existente en Extremadura, donde se 
constata que la progresión acelerada de estas enfermedades no permite al sistema administrativo ordinario 
responder con la rapidez necesaria para asegurar la protección efectiva de derechos básicos, ni para 
garantizar que las personas afectadas reciban los apoyos esenciales dentro del tiempo clínicamente útil. 
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2.  Imposibilidad de esperar a la tramitación parlamentaria ordinaria 
 
La tramitación de una norma mediante el procedimiento legislativo ordinario implicaría unos plazos 
incompatibles con la realidad clínica de estas enfermedades. La fase avanzada de la ELA —aquella que 
determina el reconocimiento del Grado III+— se caracteriza por: 

• la rápida pérdida de capacidades motoras y funcionales, 
• el riesgo inmediato de crisis respiratorias y dificultades de deglución, 
• la dependencia completa para actividades básicas de la vida diaria, 
• y la necesidad de asistencia continua que debe organizarse de manera urgente. 

 
La demora en el acceso a las prestaciones reforzadas, la ausencia de intensidades superiores y la falta de un 
procedimiento de reconocimiento urgente supondrían perjuicios irreversibles, no sólo en términos de 
bienestar y autonomía, sino también en términos de protección de la vida y de la seguridad de las personas 
afectadas. 
 

3.  Obligación inmediata de adaptar el ordenamiento autonómico a la legislación básica 
 
El Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre, establece un marco estatal que impone: 

• la creación del Grado III+, 
• la adaptación de los servicios del SAAD, 
• y la implementación de procedimientos preferentes y urgentes. 

 
Este Real Decreto que ha sido convalidado por el Congreso de los Diputados el 19 de noviembre de 2025 
establece en su  
 
Sin adaptación normativa autonómica: 

• Extremadura no podría aplicar los derechos ya reconocidos a nivel estatal, 
• se generaría una desigualdad territorial injustificable, 
• y se impediría la efectividad inmediata del derecho subjetivo de acceso a los apoyos reforzados del 

Grado III+. 
Se produce así una situación objetiva de urgencia: el marco estatal ya está en vigor, mientras que el 
autonómico no dispone de los instrumentos necesarios para garantizar su aplicación. 
 

4.  Urgencia asistencial: necesidad inmediata de apoyos intensivos 
 
Las personas que cumplen criterios de ELA avanzada —conforme al Acuerdo del Consejo Territorial de 9 de 
diciembre de 2025— requieren: 

• apoyos continuados y asistencias profesionales reforzadas, 
• intensidades de hasta 24 horas diarias, 
• ajustes inmediatos del PIA, 
• y dispositivos de coordinación sociosanitaria que deben activarse sin demora. 

 
El retraso en la puesta en marcha de estos apoyos puede: 

• comprometer gravemente la seguridad del paciente, 
• incrementar el riesgo de eventos clínicos adversos, 
• agravar la sobrecarga familiar, 
• e incluso poner en peligro la vida de la persona dependiente. 

De ahí que la actuación normativa deba ser inmediata y no pueda aplazarse 
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5.  Conexión de sentido entre la situación de urgencia y las medidas adoptadas 
 
La medida elegida —introducir mediante decreto-ley el Grado III+, regular su reconocimiento urgente y 
adaptar el catálogo de servicios e intensidades— presenta una conexión directa y lógica con la situación de 
necesidad apreciada: 

• Enfermedad de progresión rápida → Procedimiento prioritario y abreviado. 
• Riesgo vital asociado a falta de supervisión continua → Intensidades de hasta 24 h/día. 
• Necesidad de apoyos integrados → Coordinación sociosanitaria obligatoria. 
• Obligaciones estatales ya vigentes → Modificación inmediata del marco autonómico. 

 
Este vínculo directo satisface plenamente las exigencias constitucionales y estatutarias para la utilización del 
decreto-ley. 
 
 
b) Las limitaciones materiales. 
 
Por un lado, las limitaciones del art. 86.2 de la CE a las que hace referencia la exposición de motivos del Real 
Decreto Ley 11/2025, de 21 de octubre, la cual transcribimos aquí: 
 
“…No hay afectación al Derecho electoral general, pues se trata de una materia ajena al objeto del proyecto, 
ni al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, conforme a la interpretación realizada sobre esta 
cuestión por el Tribunal Constitucional (cfr. STC 134/2021, de 24 de junio de 2021 y STC 150/2017, de 21 de 
diciembre de 2017). 
 
En cuanto a la prohibición de afectación a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en 
el título I de la Constitución, una muy consolidada doctrina del Tribunal Constitucional la interpreta en los 
siguientes términos, que resume la STC 139/2016, de 31 de julio (FJ 6): 
 
«1.º) El artículo 86.1 CE impide que con el decreto-ley queden afectados los derechos, deberes y libertades de 
los ciudadanos regulados en el título I CE, pero este Tribunal ha rechazado una interpretación extensiva de 
dicho límite que supondría el vaciamiento de la figura del decreto-ley, haciéndolo «inservible para regular 
con mayor o menor incidencia cualquier aspecto concerniente a las materias incluidas en el título I de la 
Constitución». 2.º) La cláusula restrictiva debe ser entendida de modo que no se reduzca a la nada la figura 
del decreto-ley, de suerte que lo que se prohíbe constitucionalmente es que se regule un régimen general de 
estos derechos, deberes y libertades o que vaya en contra del contenido o elementos esenciales de algunos de 
tales derechos (STC 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 8, confirmada por otras posteriores). 3.º) El Tribunal no 
debe fijarse únicamente en el modo en que se manifiesta el principio de reserva de ley en una determinada 
materia, sino más bien ha de examinar si ha existido ‘afectación’ por el decreto-ley de un derecho, deber o 
libertad regulado en el título I CE, lo que exigirá tener en cuenta la configuración constitucional del derecho, 
deber o libertad afectado en cada caso e incluso su ubicación sistemática en el texto constitucional y la 
naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se trate (…).» 
 
En lo que respecta al régimen de las Comunidades Autónomas, se trata de un límite que la doctrina del 
Tribunal Constitucional ha considerado de modo flexible y finalista, de manera que, como sintetiza la STC 
23/1993, de 21 de enero (FJ.2): «(…) ha de tenerse en cuenta que el art. 86.1 C.E. utiliza un término “régimen 
de las Comunidades Autónomas” más extenso y comprensivo que el mero de “Estatutos de Autonomía”, por 
lo que dicha expresión ha de ser interpretada, como ha dicho la STC 29/1986 “en el sentido de que el Decreto-
ley no puede afectar al régimen constitucional de las Comunidades Autónomas, incluida la posición 
institucional que les otorga la Constitución”. De ese “régimen constitucional” forman parte los Estatutos, que 
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no pueden ser alterados por un Decreto-ley, pero también se incluyen otras Leyes estatales atributivas de 
competencias, que forman parte del bloque de constitucionalidad, así como las Leyes atributivas de 
competencia del art. 150.1 C.E., las Leyes de armonización del art. 150.3, y las Leyes Orgánicas a que se 
refiere el art. 150.2 C.E. Por tanto, el Decreto-ley no puede regular objetos propios de aquellas leyes que, 
conforme al art. 28.1 LOTC hayan sido aprobadas, dentro del marco constitucional, para delimitar las 
competencias del Estado y de las diferentes Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el ejercicio 
de las competencias de éstas. 
 
Más allá de ese “régimen constitucional” el campo normativo de los Decretos-leyes se corresponde con la 
competencia legislativa del Estado, no existe obstáculo constitucional alguno para que el Decreto-ley, en el 
ámbito de la competencia legislativa que corresponde al Estado pueda regular materias en las que una 
Comunidad Autónoma tenga competencias, pero en las que incida una competencia legislativa del Estado, 
siempre que esa regulación no tenga como fin atribuir competencias o delimitar positivamente la esfera de 
competencias de las Comunidades Autónomas. 
 
Ciertamente, el ejercicio de las competencias de un ente puede afectar en alguna medida a las del otro. Pero 
cuando la Constitución veda al Decreto-ley “afectar” al régimen de las Comunidades Autónomas, se refiere a 
una delimitación directa y positiva de las competencias mediante tal instrumento normativo, y no a cualquier 
regulación que indirectamente “incida” en las competencias autonómicas. De otro modo, se vaciarían 
prácticamente de contenido los ámbitos de regulación sobre los que el Decreto-ley puede proyectarse, puesto 
que es muy difícil encontrar un objeto normativo en el que no incida de uno u otro modo alguna competencia 
autonómica.» 
 
De forma más concreta, la Sentencia del Tribunal Constitucional 18/2016, de 4 de febrero de 2016, se 
pronunció de forma expresa sobre el alcance del límite material consistente en la afectación al régimen de las 
Comunidades Autónomas en el ámbito de la promoción de la autonomía y atención a las personas en 
situación de dependencia, indicando en su fundamento jurídico 5 lo siguiente: «Igual suerte ha de correr la 
queja relativa a la infracción del límite material consistente en la afectación al régimen de las Comunidades 
Autónomas en la que, según la demanda, incurrirían el artículo 22.2 y la disposición adicional novena, 
relativos a la constitución del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, pues ya hemos señalado recientemente [STC 81/2015, de 30 de abril, FJ 6 b)] que 
este límite «no podría nunca llegar a comprender cualquier medida que de algún modo pudiese afectar a las 
Comunidades Autónomas, o a una Comunidad Autónoma (y no al ‟régimen de las Comunidades Autónomas 
diseñado en general en la Constitución), pues de ser así, y teniendo en cuenta el desarrollo que ha alcanzado 
la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas esbozada en el título VIII de la 
Constitución, se haría imposible la utilización de ese instrumento normativo por parte del Gobierno de la 
Nación, comprometiendo incluso el ejercicio de las funciones que también le asigna esa misma Constitución». 
En suma, es claro que una disposición del Gobierno, tendente a reestructurar los instrumentos de 
cooperación necesarios en el ámbito de la promoción de la autonomía y atención a las personas en situación 
de dependencia, no persigue una delimitación directa y positiva de las competencias mediante el decreto-ley, 
pues este límite material no impide cualquier regulación que indirectamente incida en las competencias 
autonómicas. De otro modo, se vaciarían prácticamente de contenido los ámbitos de regulación sobre los que 
el Decreto-ley puede proyectarse, puesto que es muy difícil encontrar un objeto normativo en el que no incida 
de uno u otro modo alguna competencia autonómica (STC 23/1993, de 21 de enero, FJ 2; en el mismo 
sentido, STC 332/2005, de 15 de diciembre, FJ 8»).” 
 
Por otro lado, en cuanto a la regulación autonómica, el apartado 2 del art. 33 del Estatuto de Autonomía 
establece que “no pueden ser objeto de Decreto-ley la reforma del Estatuto, las leyes de presupuestos o las 
materias objeto de leyes para las que se requiera una mayoría cualificada”. 
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En el caso que nos ocupa, no hay afectación a las normas reguladoras de la reforma del Estatuto de 
Autonomía, ni a las leyes de presupuestos ni a las materias objeto de leyes para las que se requiera una 
mayoría cualificada. 
 
En concreto, la regulación del Grado III+, su procedimiento de reconocimiento y la adaptación de normas 
reglamentarias autonómica, no inciden en el sistema institucional, no modifican competencias, no alteran 
órganos estatutarios ni introducen cambios de estructura político-territorial. Se trata materialmente de 
política social y servicios sociales, una competencia autonómica ordinaria, plenamente ejercitable mediante 
decreto-ley cuando concurren razones de urgencia. 
 
Tampoco afecta a las leyes de presupuestos ya que no aprueba, modifica ni desarrolla la Ley de 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma, no altera su estructura, no introduce partidas presupuestarias 
nuevas, y no modifica las reglas de gasto o de ingreso. 
 
Las medidas adoptadas (procedimiento prioritario, intensidades de prestaciones, compatibilidades, modelos 
normalizados…) no tienen naturaleza presupuestaria, sino reglamentaria y organizativa, aunque puedan 
tener impacto económico derivado de su aplicación. Este impacto no convierte la materia en presupuestaria, 
del mismo modo que el Real Decreto-ley 11/2025, pese a tener consecuencias financieras, no fue 
considerado una ley presupuestaria ni afectó a ese ámbito.  
 
Por último, respecto las materias objeto de leyes que requieran mayoría cualifica, en Extremadura, las 
materias que exigen mayoría cualificada son: 

• la reforma estatutaria, 
• determinadas leyes institucionales básicas (como leyes electorales o de órganos relevantes), 
• y otros supuestos expresamente previstos. 

 
La dependencia no forma parte de ese catálogo, el marco jurídico autonómico en esta materia —Decreto 
1/2009, Orden de 2012, Orden de 2013 y Orden de 2017—, no tiene rango de ley. 
 
Por tanto, no existe ninguna ley autonómica de especial cualificación vinculada al SAAD o a la dependencia 
cuyo contenido pudiera verse afectado por este decreto-ley; y la regulación propuesta se limita a modificar 
normas reglamentarias, plenamente disponibles mediante decreto-ley cuando lo justifique la urgencia con 
respeto absoluto a la jerarquía normativa, tal como recuerda expresamente su propia Disposición Final 
Primera.  
 
Fuera de estos límites expresos, el decreto-ley puede utilizarse en cualquier ámbito material que sea 
competencia de la Comunidad Autónoma, siempre que concurra extraordinaria y urgente necesidad. 
 
 
c) Su carácter de norma provisional, pues los decretos-leyes quedan derogados si en el plazo 
improrrogable no son convalidados por la Asamblea, tras su debate y en votación de totalidad. 
 
El decreto-ley posee por naturaleza un carácter provisional, al quedar sometido a un control parlamentario 
inmediato que garantiza el equilibrio entre la urgencia gubernamental y la potestad legislativa de la 
Asamblea. Conforme al artículo 33 del Estatuto de Autonomía, los decretos-leyes solo mantendrán su 
vigencia si, en el plazo improrrogable establecido, son sometidos a debate y votación de totalidad para su 
convalidación.  
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De no producirse dicha convalidación, el decreto-ley queda automáticamente derogado, recuperando el 
ordenamiento su situación anterior. Esta exigencia actúa como garantía institucional y democrática: por un 
lado, permite a la Junta de Extremadura responder con la celeridad que exigen circunstancias excepcionales 
—como las derivadas de la evolución acelerada de la ELA y de los procesos de alta complejidad—; y, por 
otro, asegura que dicha actuación urgente no sustituya al debate parlamentario, sino que quede supeditada 
a él. De este modo, la provisionalidad del decreto-ley refuerza la legitimidad de su empleo en supuestos de 
extraordinaria y urgente necesidad, sin alterar el reparto competencial ni el papel central de la Asamblea en 
la función legislativa. 
 
 
 

En Mérida a la fecha de la firma electrónica 
LA DIRECTORA GERENTE DEL SEPAD 
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